ACTO DEFINITIVO PARTICULAR – Es una declaración de voluntad de la administración que crea, reconoce, modifica o extingue situaciones jurídicas / ACTO DE EJECUCION – Se limita a dar cumplimiento a una decisión judicial o administrativa / ACTO ADMINISTRATIVO DEMANDABLE – Son los que concluyen un procedimiento administrativo o hacen imposible la continuación de la actuación / ACTOS ADMINISTRATIVOS NO DEMANDABLES – Son los preparatorios, de trámite y de ejecución

Así pues, un acto administrativo subjetivo o acto definitivo particular, es una declaración de voluntad dirigida al ejercicio de la función administrativa, que produce efectos jurídicos, es decir que crea, reconoce, modifica o extingue situaciones jurídicas, mientras que los actos de ejecución se limitan a dar cumplimiento a una decisión judicial o administrativa, sin que pueda afirmarse que de ellos surjan situaciones jurídicas diferentes a las de la sentencia o acto ejecutado. De acuerdo con lo anterior, únicamente las decisiones de la Administración, producto de la conclusión de un procedimiento administrativo o los actos que hacen imposible la continuación de esa actuación o que decidan de fondo el asunto, son susceptibles de control de legalidad por parte de la Jurisdicción de lo Contencioso Administrativo, lo que, dicho de otra manera, significa que  los “actos preparatorios, de trámite y de ejecución que, como tales, se limitan a preparar, impulsar la actuación administrativa, o dar cumplimiento a la decisión no son demandables”. 
FUENTE FORMAL: LEY 1437 DE 2011 – ARTICULO 43

NOTA DE RELATORIA: Sobre la naturaleza jurídica de los actos de ejecución se citan las sentencias del Consejo de Estado, Sección Cuarta, de 30 de marzo de 2006, Exp. 25000-23-27-000-2005-01131-01(15784), C.P. Ligia López Díaz; de 15 de noviembre de 1996, Exp. 7875, C.P. Consuelo Sarria Olcos; de 9 de agosto de 1991, Exp. 5934, C.P. Julio Cesar Uribe Acosta y de 14 de septiembre de 2000, Exp. 6314, C.P. Juan Alberto Polo

NOTA DE RELATORIA: En relación con el alcance de los actos preparatorios, de trámite y de ejecución se cita la sentencia de la Corporación, de 29 de noviembre de 2012, Exp. 08001-23-31-000-2006-00107-01(17274), C.P. Hugo Fernando Bastidas Bárcenas
ACTOS DEMANDABLES EN EL COBRO COACTIVO – En materia tributaria en principio son los que fallan las excepciones y ordenan llevar adelante la ejecución / ACTOS DEMANDABLES EN EL COBRO COACTIVO TRIBUTARIO – Además de los señalados en el artículo 835 del E.T. son también demandables los actos que afectan intereses u obligaciones de los contribuyentes o declarantes

Así pues, la simple lectura de la norma transcrita permite concluir que, en principio, sólo son demandables los actos que (i) deciden excepciones a favor del deudor, (ii) ordenan continuar con la ejecución y (iii) liquidan el crédito. La anterior norma se compagina con el artículo 835 del Estatuto Tributario, el cual dispone que en el procedimiento administrativo estudiado, en principio, sólo son susceptibles de control los actos que “(…) fallan las excepciones y ordenan llevar adelante la ejecución”. Se dice que en principio, porque en los eventos en que dentro del procedimiento de cobro coactivo sea proferido un acto que crea, modifica o extingue una situación jurídica particular diferente a la ejecución de la obligación tributaria será posible estudiar su legalidad por el Juez. Así lo ha expresado la jurisprudencia de esta Sección al indicar que: “(…) dentro del procedimiento administrativo de cobro pueden expedirse actos administrativos que no versen sobre la ejecución propiamente dicha de la obligación tributaria, pero que sí constituyen una verdadera decisión de la Administración, susceptible del control jurisdiccional, en tanto afectan derechos, intereses u obligaciones de los contribuyentes o responsables del impuesto. Por eso, en aras de la protección jurídica de controversias independientes a la ejecución de la obligación tributaria, son demandables ante esta jurisdicción los actos administrativos definitivos, expedidos por la Administración Tributaria de conformidad con lo estipulado en el artículo 43 de la Ley 1437, tesis que reitera la Sección en esta providencia”.
FUENTE FORMAL: ESTATUTO TRIBUTARIO – ARTICULO 835

ACTO QUE DECIDE NULIDAD EN EL COBRO COACTIVO TRIBUTARIO – Es un acto de trámite que no modifica la situación jurídica de la contribuyente / ACTO QUE DECLARA PRESCRIPCION PARCIAL DE DEUDA TRIBUTARIA – Es un acto definitivo y por tanto demandable ante la jurisdicción

2.4. Frente al Auto No. 24294 del 24 de junio de 2013, la parte demandante afirmó que se trata de un acto administrativo definitivo porque resuelve de fondo la petición de nulidad del procedimiento de cobro coactivo por indebida notificación de los mandamientos de pago. Al respecto, la Sala considera que en realidad se trata de un acto de trámite porque no modifica la situación jurídica de la sociedad actora. La decisión de negar la nulidad del procedimiento de cobro coactivo no es definitiva puesto que, por un lado, la administración aún puede sanear la actuación administrativa viciada antes de concluirla, y por el otro, no se trata de una decisión diferente a la de continuar con la ejecución de la obligación tributaria. Así pues, al no ser un acto definitivo y no encontrarse enlistada en el artículo 101 del CPACA o en el 835 del Estatuto Tributario, el acto no es enjuiciable ante la Jurisdicción de lo Contencioso Administrativo. El acto administrativo bajo estudio también declaró de oficio la prescripción del cobro del impuesto predial por los periodos gravables 2006 y 2007. Sobre este punto no se analizará si es susceptible de control comoquiera que la demanda no pretende su nulidad. (…) 2.5. Diferente es la situación ante el Auto No. GGI-COA-741 del 6 de marzo de 2014, puesto que se trata de un acto definitivo porque revocó parcialmente el Auto No. 24294 del 24 de junio de 2013 en el sentido de que únicamente declara la prescripción del cobro del impuesto predial por el año 2006. De esta forma, la situación jurídica de la sociedad demandante fue alterada debido a que una obligación tributaria generada en el periodo gravable 2007 que inicialmente había sido declarada prescrita de oficio ya no se considera extinta y, por tanto, puede ser cobrada. De esta forma, por no tratarse de un acto relacionado con la simple ejecución de la obligación tributaria es susceptible de control judicial.
NOTA DE RELATORIA: Sobre la posibilidad del control judicial de los actos que niegan la petición de prescripción de la obligación objeto de un proceso de cobro coactivo se cita la sentencia del Consejo de Estado, Sección Cuarta, de 15 de abril de2010, Exp. 25000-23-27-000-2006-01246-01(17105), C.P. Hugo Fernando Bastidas Bárcenas; reiterada en el auto de 24 de octubre de 2013, Exp. 25000-23-37-000-2013-00352-01(20277), C.P. Jorge Octavio Ramírez Ramírez
ACTO QUE RECHAZA DE PLANO RECURSO DE APELACION – Es un acto administrativo de trámite ya que no analiza de fondo el asunto discutido / REVOCATORIA DIRECTA – La solicitud y su respuesta no dan lugar a la aplicación del silencio administrativo / SILENCIO ADMINISTRATIVO EN REVOCATORIA DIRECTA – Al no darse respuesta a la solicitud de revocatoria no se configura un acto administrativo

2.6. Respecto a la Resolución No. 106 de 2014, mediante la cual se rechazó de plano el recurso de apelación interpuesto contra el Auto No. 24294 del 24 de junio de 2013 que, a su vez, negó la nulidad del procedimiento de cobro coactivo por indebida notificación de los mandamientos de pago; se evidencia que es un acto administrativo de trámite. En efecto, se trata de un acto que no analizó de fondo el asunto sino que se limitó a rechazar el recurso porque el poder otorgado no era suficiente para formularlo. (…) 2.7. En cuanto al acto presunto configurado por el silencio administrativo negativo frente a la petición de revocatoria directa del auto aclaratorio, presentada el 23 de abril de 2014; el Tribunal afirmó que en el expediente no consta la entrega de dicha solicitud a la entidad demandada, por lo que no se configuró. En primer lugar, la Sala destaca que el artículo 96 del CPACA establece que la petición de revocatoria de un acto administrativo y su respuesta no “darán lugar a la aplicación del silencio administrativo”. De esta forma, no es jurídicamente posible declarar la configuración de un acto administrativo porque la Secretaría de Hacienda de Barranquilla no dio respuesta a la solicitud de revocatoria presentada el 23 de abril de 2014. En segundo lugar, y contrario a lo dicho por el a quo, la Sala evidencia que aunque la copia de la petición presentada no tiene ninguna constancia de entrega a la entidad demandada, la Secretaría de Hacienda de Barranquilla reconoce su presentación al darle respuesta mediante el Oficio No. GGI-DT-OF-00738-14 del 13 de agosto de 2014 (…). 
FUENTE FORMAL: LEY 1437 DE 2011 – ARTICULO 96

NOTA DE RELATORIA: Sobre el alcance del acto que resuelve la revocatoria directa se cita el auto del Consejo de Estado, Sección Cuarta, de 1 de octubre de 2009, Exp. 73001-23-31-000-2004-00214-01(17218), C.P. Héctor J. Romero Díaz
CONSEJO DE ESTADO
SALA DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO
SECCION CUARTA

Consejero ponente: JORGE OCTAVIO RAMIREZ RAMIREZ
Bogotá D.C., veinticuatro (24) de noviembre de dos mil dieciséis (2016)
Radicación número: 08001-23-33-004-2014-01164-01(22395)

Actor: INMOBILIARIA E INVERSIONES QUIJANO RUEDA HARMANOS LIMITADA EN LIQUIDACION
Demandado: DISTRITO ESPECIAL INDUSTRIAL Y PORTUARIO DE BARRANQUILLA

AUTO

Decide la Sala el recurso de apelación interpuesto por la parte actora contra el auto proferido en la audiencia inicial celebrada el 24 de febrero de 2016 por la Sala de Decisión A del Tribunal Administrativo del Atlántico, mediante el cual declaró probada la excepción de inepta demanda por considerar que los actos administrativos acusados no son susceptibles de control judicial.
 ANTECEDENTES

1.
La Secretaría de Hacienda del Distrito Especial Industrial y Portuario de Barranquilla (en adelante Secretaría de Hacienda de Barranquilla) inició el proceso de cobro coactivo mediante los mandamientos de pago No. 20070000001918 del 5 de junio de 2007, No. 2008000007807 del 26 de marzo de 2008 y No. GGI-16426 del 27 de octubre de 2009 para obtener el pago del impuesto predial de los periodos gravables del 2003 hasta el 2009.

2.
La sociedad Inmobiliaria e Inversiones Quijano Rueda Hermanos en Liquidación (en adelante Inmobiliaria e Inversiones Ltda.) solicitó la nulidad de todo lo actuado mediante escrito del 11 de junio de 2013 por considerar que no fue debidamente notificada de los mandamientos de pago y que frente a las obligaciones de los años 2010 a 2012 no existía mandamiento de pago alguno.

3.
La Secretaría de Hacienda de Barranquilla, mediante el Auto No. 24294 del 24 de junio de 2013, decretó de oficio la prescripción de los cobros de 2006 y 2007 y negó la nulidad por indebida notificación de los mandamientos de pago.

4.
La sociedad Inmobiliaria e Inversiones Ltda. formuló recurso de apelación contra la anterior decisión mediante escrito del 30 de julio de 2013.

5.
Sin resolver el recurso presentado, la entidad demandada profirió el Auto No. GGI-CIA-741 del 6 de marzo de 2014, mediante el cual aclaró el auto antes referido en el sentido de que la prescripción sólo operó frente al periodo gravable 2006.

6.
La sociedad actora solicitó la revocatoria directa del anterior auto mediante escrito presentado el 23 de abril de 2014.

7.
La Secretaría de Hacienda de Barranquilla rechazó por improcedente el recurso de apelación interpuesto mediante la Resolución No. 0106 del 5 de junio de 2014.

8.
La entidad demandada contestó la solicitud de revocatoria directa mediante el Oficio GGI-DT-OF-00738-14 del 13 de agosto de 2014, en el cual indica que contra el trámite del proceso de cobro coactivo no procede ningún recurso.

9.
La sociedad Inmobiliaria e Inversiones Ltda., inconforme con lo anterior, presentó demanda en ejercicio del medio de nulidad y restablecimiento del derecho con el fin de obtener las siguientes declaraciones y condenas:

“PRIMERA: QUE SE DECLARE LA NULIDAD PARCIAL del acto administrativo contenido en el Auto No. 24294 de junio de 2013, ´Por medio del cual se resuelve incidente de nulidad dentro del proceso de la referencia catastral 010105010019000’; así como la nulidad total del Auto No. GGI-COA-741 de 06 de marzo de 2014, por medio del cual se aclara el Auto No. 24294 del 24 de junio de 2013; Resolución No. 0106 de junio 05 de 2014 ´Por medio de la cual se rechaza un recurso de apelación’; quedando agotada la actuación administrativa; y el acto ficto presunto originado por la no contestación frente a la revocatoria directa radicada ante la demandada el 23 de abril de 2014, según PQR No. 136843, contra el auto aclaratorio.

SEGUNDA: Que como consecuencia de las anteriores declaraciones a título de RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO, CONDENESE al DISTRITO ESPECIAL INDUSTRIAL Y PORTUARIO DE BARRANQUILLA – SECRETARIA DE HACIENDA DISTRITAL – GERENTE DE GESTION DE INGRESOS, a DECLARAR PRESCRITA LA ACCION DE COBRO COACTIVO frente a las vigencias 2003, 2004 y 2005; así como las anualidades 2006, 2007 y 2009; toda vez que dichas entidades no realizaron el procedimiento legalmente establecido para cobrar coactivamente dichas vigencias, como pasaremos a verlo en el acápite de concepto de la violación.

TERCERA: ORDENASE a cancelar a mi representado los recursos aplicados a las mencionadas vigencias prescritas (2003, 2004, 2005, 2006, 2007 y 2009), en cumplimiento al embargo decretado dentro del proceso de cobro coactivo irregularmente adelantado en contra de mi poderdante; suma o valor que es igual a NOVENTA Y SIETE MILLONES, CERO CINCUENTA MIL, OCHOCIENTOS OCHENTA Y CUATRO PESOS, CON SESENTA Y DOS CENTAVOS ($97.050.884.62).

CUARTA: CONDENESE a la entidades demandadas a reconocer y pagar los perjuicios materiales (daño emergente y lucro cesante) y morales causados a mi poderdante con ocasión a las medidas cautelares decretadas dentro de un proceso de cobro coactivo IRREGULAR, tanto las que sacaron del comercio al bien inmueble de propiedad de mi representado, así como de los frutos civiles que percibía mi representado con ocasión al arriendo del mencionado inmueble, en la forma y conforme está ilustrado en el acápite de la cuantía.

QUINTA: Que las anteriores sumas indicadas y las que resulten probadas con ocasión de los perjuicios causados, sean actualizadas de conformidad con lo previsto en el Artículo 192 a 195 de la Ley 1437 de 2011, desde la fecha en que se hicieren exigibles hasta la fecha de ejecutoria del correspondiente fallo”.

10.
La entidad demandada formuló la excepción previa de inepta demanda porque los actos administrativos acusados no son susceptibles de control judicial de acuerdo con lo previsto en el artículo 835 del Estatuto Tributario.

PROVIDENCIA APELADA

La Sala de Decisión A del Tribunal Administrativo del Atlántico, mediante auto proferido en la audiencia celebrada el 24 de febrero de 2016, declaró probada la excepción de inepta demanda porque los actos administrativos acusados son de trámite y, por tanto, no son susceptibles de control judicial.
Afirmó que en el expediente no existe constancia alguna de la solicitud de revocatoria directa que aduce la parte demandante, por lo que no es posible considerar que exista un acto ficto o presunto.

Indicó que el artículo 101 de la Ley 1437 de 2011 dispuso que en los actos proferidos en los procedimientos de cobro coactivo, sólo son controlables los que resuelven excepciones, los que ordenan seguir adelante con la ejecución y los que liquidan el crédito o las costas.

Consideró que lo anterior ha sido respaldado por la jurisprudencia del Consejo de Estado, según la cual cuando sea acusado un acto administrativo proferido en el trámite de un procedimiento de cobro coactivo diferente a los tres antes referidos, se debe rechazar la demanda
. 

RECURSO DE APELACIÓN

En el recurso de apelación interpuesto contra el auto que rechazó la demanda, el apoderado de la sociedad demandante señaló que aunque es cierto que la indebida notificación del mandamiento de pago pudo formularse como excepción en el procedimiento de cobro coactivo, también lo es que al resolverse de fondo sobre la solicitud de nulidad se profirió un acto susceptible de control por configurar una situación jurídica definitiva.

Adujo que el Auto No. 24294 del 24 de junio de 2013 sí resuelve una solicitud de nulidad y es una decisión definitiva porque negó la solicitud de prescripción del proceso de cobro.

TRASLADO

El apoderado de la entidad demandada reiteró que los actos acusados no son susceptibles de control judicial porque los actos controlables por la Jurisdicción Contencioso Administrativa son establecidos de forma taxativa. En consecuencia, manifestó su conformidad con la providencia impugnada.

CONSIDERACIONES

1. Problema jurídico

De conformidad con el recurso de apelación, le corresponde a la Sala determinar si los actos acusados son susceptibles de control judicial, esto es si se trata de actos administrativos definitivos por modificar la situación jurídica de la sociedad demandante o si sólo se trata de actos de trámite de la ejecución de la obligación tributaria.

2. Actos susceptibles de control judicial

2.1.
De acuerdo con el artículo 43 del CPACA, los actos definitivos susceptibles de ser demandados ante la Jurisdicción de lo Contencioso Administrativo, son “los que decidan directa o indirectamente el fondo del asunto o hagan imposible continuar la actuación”.

Así pues, un acto administrativo subjetivo o acto definitivo particular, es una declaración de voluntad dirigida al ejercicio de la función administrativa, que produce efectos jurídicos, es decir que crea, reconoce, modifica o extingue situaciones jurídicas, mientras que los actos de ejecución se limitan a dar cumplimiento a una decisión judicial o administrativa
, sin que pueda afirmarse que de ellos surjan situaciones jurídicas diferentes a las de la sentencia o acto ejecutado.

De acuerdo con lo anterior, únicamente las decisiones de la Administración, producto de la conclusión de un procedimiento administrativo o los actos que hacen imposible la continuación de esa actuación o que decidan de fondo el asunto, son susceptibles de control de legalidad por parte de la Jurisdicción de lo Contencioso Administrativo, lo que, dicho de otra manera, significa que  los “actos preparatorios, de trámite y de ejecución que, como tales, se limitan a preparar, impulsar la actuación administrativa, o dar cumplimiento a la decisión no son demandables”
.

2.2.
Respecto de los actos proferidos en el procedimiento de cobro coactivo que son susceptibles de control judicial, debe tenerse en cuenta que el inciso primero del artículo 101 del CPACA dispone lo siguiente:

“ARTÍCULO 101. CONTROL JURISDICCIONAL. Sólo serán demandables ante la Jurisdicción de lo Contencioso Administrativo, en los términos de la parte segunda de este código, los actos administrativos que deciden las excepciones a favor del deudor, los que ordenan llevar adelante la ejecución y los que liquiden el crédito”.
Así pues, la simple lectura de la norma transcrita permite concluir que, en principio, sólo son demandables los actos que (i) deciden excepciones a favor del deudor, (ii) ordenan continuar con la ejecución y (iii) liquidan el crédito.

La anterior norma se compagina con el artículo 835 del Estatuto Tributario, el cual dispone que en el procedimiento administrativo estudiado, en principio, sólo son susceptibles de control los actos que “(…) fallan las excepciones y ordenan llevar adelante la ejecución”.
Se dice que en principio, porque en los eventos en que dentro del procedimiento de cobro coactivo sea proferido un acto que crea, modifica o extingue una situación jurídica particular diferente a la ejecución de la obligación tributaria será posible estudiar su legalidad por el Juez. Así lo ha expresado la jurisprudencia de esta Sección al indicar que:

“(…) dentro del procedimiento administrativo de cobro pueden expedirse actos administrativos que no versen sobre la ejecución propiamente dicha de la obligación tributaria, pero que sí constituyen una verdadera decisión de la Administración, susceptible del control jurisdiccional, en tanto afectan derechos, intereses u obligaciones de los contribuyentes o responsables del impuesto.

Por eso, en aras de la protección jurídica de controversias independientes a la ejecución de la obligación tributaria, son demandables ante esta jurisdicción los actos administrativos definitivos, expedidos por la Administración Tributaria de conformidad con lo estipulado en el artículo 43 de la Ley 1437, tesis que reitera la Sección en esta providencia”
.
2.3.
En el asunto bajo examen, la sociedad demandante formuló demanda en ejercicio del medio de control de nulidad y restablecimiento del derecho contra los siguientes actos:

· Auto No. 24294 del 24 de junio de 2013, mediante el cual (i) negó la solicitud de nulidad de los mandamientos de pago que dieron inicio al procedimiento de cobro coactivo y (ii) declaró de oficio la prescripción del cobro del impuesto predial por los años 2006 y 2007.

· Auto No. GGI-COA-741 del 6 de marzo de 2014, mediante el cual es aclarado el Auto No. 24294 del 24 de junio de 2013 en el sentido de que sólo se declara la prescripción del cobro del impuesto predial del año 2006.

· Resolución No. 106 de 2014, mediante la cual fue rechazado de plano el recurso de apelación porque el abogado que representó a la sociedad contribuyente no tiene el poder suficiente para obrar en el procedimiento de cobro coactivo.

· Acto ficto o presunto originado por la no contestación frente a la solicitud de revocatoria directa presentada el 23 de abril de 2014.

2.4.
Frente al Auto No. 24294 del 24 de junio de 2013, la parte demandante afirmó que se trata de un acto administrativo definitivo porque resuelve de fondo la petición de nulidad del procedimiento de cobro coactivo por indebida notificación de los mandamientos de pago.

Al respecto, la Sala considera que en realidad se trata de un acto de trámite porque no modifica la situación jurídica de la sociedad actora. La decisión de negar la nulidad del procedimiento de cobro coactivo no es definitiva puesto que, por un lado, la administración aún puede sanear la actuación administrativa viciada antes de concluirla
, y por el otro, no se trata de una decisión diferente a la de continuar con la ejecución de la obligación tributaria.

Así pues, al no ser un acto definitivo y no encontrarse enlistada en el artículo 101 del CPACA o en el 835 del Estatuto Tributario, el acto no es enjuiciable ante la Jurisdicción de lo Contencioso Administrativo.

El acto administrativo bajo estudio también declaró de oficio la prescripción del cobro del impuesto predial por los periodos gravables 2006 y 2007. Sobre este punto no se analizará si es susceptible de control comoquiera que la demanda no pretende su nulidad.

De otro lado, la sociedad actora señaló en su escrito de demanda que el acto acusado negó tácitamente la solicitud de prescripción de los cobros del impuesto predial por los periodos gravables 2003, 2004 y 2005. Sin embargo, al leer la petición presentada el 18 de junio de 2013
, la Sala observa que la solicitud de prescripción nunca fue formulada, por lo que no es posible considerar que fue tácitamente negada y, por tanto, susceptible de control el acto administrativo.

2.5.
Diferente es la situación ante el Auto No. GGI-COA-741 del 6 de marzo de 2014, puesto que se trata de un acto definitivo porque revocó parcialmente el Auto No. 24294 del 24 de junio de 2013 en el sentido de que únicamente declara la prescripción del cobro del impuesto predial por el año 2006.

De esta forma, la situación jurídica de la sociedad demandante fue alterada debido a que una obligación tributaria generada en el periodo gravable 2007 que inicialmente había sido declarada prescrita de oficio ya no se considera extinta y, por tanto, puede ser cobrada. De esta forma, por no tratarse de un acto relacionado con la simple ejecución de la obligación tributaria es susceptible de control judicial.

Lo anterior concuerda con la tesis jurisprudencial según la cual, los actos administrativos que niegan la petición de prescripción de la obligación objeto de un procedimiento de cobro coactivo son susceptibles de control al alterar la situación jurídica del solicitante
.

En consecuencia, la Sala revocará parcialmente la providencia apelada para que continúe el proceso de nulidad y restablecimiento en su contra.

2.6.
Respecto a la Resolución No. 106 de 2014, mediante la cual se rechazó de plano el recurso de apelación interpuesto contra el Auto No. 24294 del 24 de junio de 2013 que, a su vez, negó la nulidad del procedimiento de cobro coactivo por indebida notificación de los mandamientos de pago; se evidencia que es un acto administrativo de trámite.

En efecto, se trata de un acto que no analizó de fondo el asunto sino que se limitó a rechazar el recurso porque el poder otorgado no era suficiente para formularlo. En consecuencia, al conservar el sentido del Auto No. 24294 del 24 de junio de 2013, le son aplicables las mismas consideraciones expuestas en el punto 2.5. de esta providencia en el sentido que, por un lado, cualquier irregularidad aún puede ser saneada por la autoridad tributaria antes de finalizar el procedimiento de cobro coactivo, y por el otro, la decisión sólo está relacionada con la simple ejecución de la obligación tributaria y, por tanto, no modificó la situación jurídica de la sociedad demandante, de forma tal que tampoco es susceptible de control judicial.
2.7.
En cuanto al acto presunto configurado por el silencio administrativo negativo frente a la petición de revocatoria directa del auto aclaratorio, presentada el 23 de abril de 2014; el Tribunal afirmó que en el expediente no consta la entrega de dicha solicitud a la entidad demandada, por lo que no se configuró. 

En primer lugar, la Sala destaca que el artículo 96 del CPACA establece que la petición de revocatoria de un acto administrativo y su respuesta no “darán lugar a la aplicación del silencio administrativo”. De esta forma, no es jurídicamente posible declarar la configuración de un acto administrativo porque la Secretaría de Hacienda de Barranquilla no dio respuesta a la solicitud de revocatoria presentada el 23 de abril de 2014.

En segundo lugar, y contrario a lo dicho por el a quo, la Sala evidencia que aunque la copia de la petición presentada no tiene ninguna constancia de entrega a la entidad demandada
, la Secretaría de Hacienda de Barranquilla reconoce su presentación al darle respuesta mediante el Oficio No. GGI-DT-OF-00738-14 del 13 de agosto de 2014
 e indica que “(…) la jurisprudencia ha señalado que los actos de trámite no son susceptibles de revocatoria directa, de acuerdo a lo señalado por el Consejo de Estado mediante sentencia de 13 de octubre de 1995, Expediente 3078, magistrado ponente Dr. Yesid Rojas Serrano, reiterada en sentencia de la misma corporación, de fecha 3 de febrero de 1995, Expediente 2749, magistrado ponente Dr. Ernesto Rafael Ariza”
.
La demanda parece pretender la nulidad del Oficio No. GGI-DT-OF-00738-14 del 13 de agosto de 2014, pero ese es un acto que no susceptible de control judicial puesto que no modifica la situación jurídica de la sociedad solicitante en la medida que, al negar la petición, mantiene el estado de cosas anterior
.

En mérito de lo expuesto, el Consejo de Estado, por medio de la Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Cuarta,

RESUELVE

PRIMERO: REVÓQUESE parcialmente el auto proferido en la audiencia inicial celebrada el 24 de febrero de 2016 por la Sala de Decisión A del Tribunal Administrativo del Atlántico, en el sentido que el Auto No. GGI-COA-741 del 6 de marzo de 2014 sí es susceptible de control judicial de acuerdo con lo expuesto en la parte motiva de esta providencia.
SEGUNDO: CONFÍRMASE en lo restante el auto proferido en la audiencia inicial celebrada el 24 de febrero de 2016 por la Sala de Decisión A del Tribunal Administrativo del Atlántico.
TERCERO: ORDÉNASE a la Sala de Decisión A del Tribunal Administrativo del Atlántico continuar con el proceso de la referencia frente a las pretensiones y cargos formulados contra el Auto No. GGI-COA-741 del 6 de marzo de 2014.
Cópiese, notifíquese y devuélvase al Tribunal de origen. Cúmplase.

La anterior providencia fue considerada y aprobada en la sesión de la fecha.
HUGO FERNANDO BASTIDAS BÁRCENAS

Presidente de la Sala

STELLA JEANNETTE CARVAJAL BASTO 

JORGE OCTAVIO RAMÍREZ RAMIREZ
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